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(COMIENZA LA SESIÓN A LAS 16 HORAS Y 36
MINUTOS.)

Comparecencia, a instancia de la Junta de
Portavoces, del Consejero de Presidencia,
Justicia e Interior y del Director General
de Presidencia y Justicia para informar
sobre las negociaciones que se preveía ini-
ciar en la Resolución 315/2013, de 22 de
mayo, del Director General de Presidencia
y Justicia.

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Buenas tardes, señorías. Buenas tar-
des, Consejero y Director General. Vamos a
comenzar con el orden del día: Comparecencia, a
instancia de la Junta de Portavoces, del Consejero
de Presidencia y del Director General de Presi-
dencia y Justicia para informar sobre las negocia-
ciones que se preveían iniciar en la Resolución
315/2013, de 22 de mayo, del Director General de
Presidencia y Justicia. Tiene la palabra el Conse-
jero señor Morrás.

SR. CONSEJERO DE PRESIDENCIA, JUS-
TICIA E INTERIOR (Sr. Morrás Iturmendi): Los
grupos, si lo desean, conforme al reglamento.

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Perdón, hemos venido tan deprisa
que ni cuenta me daba. Sí, los firmantes, ¿intervie-
ne alguno antes o empieza ya el señor Consejero?
Bueno, pues, directamente, señor Consejero.

SR. CONSEJERO DE PRESIDENCIA, JUS-
TICIA E INTERIOR (Sr. Morrás Iturmendi):
Señora Presidenta, señorías, buenas tardes. Com-
parezco antes sus señorías en relación con las
negociaciones señaladas en la Resolución
315/2013, de 22 de mayo, del Director General de
Presidencia y Justicia. El Real Decreto Ley
16/2012, de 20 de abril, cambió la regulación de
la condición de asegurado y de beneficiario a
efectos de la asistencia sanitaria en España con
cargo a fondos públicos a través del Sistema
Nacional de Salud. Y dentro de las modificaciones
en el acceso a la tarjeta sanitaria individual del
Sistema Nacional de Salud, destacaban dos: la
práctica inclusión en el sistema de todos los ciuda-
danos nacionales y de los extranjeros en situación
de regularidad, y la exclusión parcial de los inmi-
grantes irregulares. Y digo parcial porque se les
reconocía determinadas asistencias, quedando
excluidos el resto de supuestos que no se encontra-
ban regulados en dicho real decreto. 

La Comunidad Foral de Navarra tiene, desde
1991, un sistema propio mediante el cual se
extiende la cobertura sanitaria pública a aquellas
personas que no tuviesen la posibilidad de acceder
a la misma. La última regulación se realizó por
Decreto Foral 640/1996, de 18 de noviembre. Por

ello, y dado que Navarra ha ejercido previamente
dichas competencias y que existe una regulación
propia, el Gobierno de Navarra, a la luz del citado
Real Decreto Ley 16/2012, consideró necesario
modificar el decreto foral vigente y elaborar uno
nuevo. Una vez realizado de esta manera, y dado
que la voluntad del Gobierno de Navarra ha sido
siempre la de dar cobertura sanitaria en nuestra
Comunidad Foral al colectivo de inmigrantes irre-
gulares que no pudiera hacer frente a las cuotas,
se instituyó un régimen de subvenciones a través
de fondos de cooperación internacional del
Departamento de Políticas Sociales, que financia-
ba el cien por cien de la aportación del régimen de
universalización de la asistencia sanitaria pública
a personas sin recursos. El Gobierno de la nación,
entonces, recurrió la modificación del decreto
foral al Tribunal Constitucional por entender que
vulneraba competencias básicas, una vulneración
que nunca había sido considerada así, porque,
como saben y acabamos de recordar, Navarra
venía regulando la universalización en el acceso a
la asistencia sanitaria vía decreto foral desde
1996, sin que ningún Gobierno nacional lo hubie-
ra recurrido con anterioridad.

Con posterioridad, con fecha de 25 de febrero
de 2013, el Pleno del Parlamento de Navarra
aprobó la Ley Foral 8/2013, por la que se recono-
ce a las personas residentes en Navarra el derecho
de acceso a la asistencia sanitaria gratuita del sis-
tema público sanitario de Navarra, derogando el
régimen instaurado por el Gobierno de Navarra y
ya recurrido por el Gobierno de la nación. Dicha
ley foral, como sus señorías conocen, traía causa
de una proposición de ley foral.

Tras la aprobación de la citada ley foral el 25
de febrero, el pasado 5 de abril se recibió un fax
del Director General de Coordinación de Compe-
tencias con las comunidades autónomas y las enti-
dades locales del Ministerio de Economía y
Hacienda, señalando que la Comisión de Segui-
miento de Disposiciones y Actos de las Comunida-
des Autónomas había examinado nuestra ley foral
con respecto a la cual, y a iniciativa del Ministerio
de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, se habí-
an planteado determinadas discrepancias. En él se
señalaba que el cauce de cooperación previsto en
el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional permitiría la búsqueda de la solu-
ción adecuada a fin de evitar el recurso de incons-
titucionalidad y se nos solicitaba comunicar, a la
mayor celeridad, la disposición de nuestra Comu-
nidad a participar en dicho procedimiento a efec-
tos de realizar la oportuna convocatoria de la
comisión bilateral. 

El artículo 33 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional establece un mecanismo con la
finalidad de evitar la interposición de recursos de
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inconstitucionalidad mediante el diálogo y la posi-
ble negociación entre las administraciones impli-
cadas. Dicho diálogo se articula en la denominada
en dicha ley Comisión Bilateral de Cooperación
entre la Administración General del Estado y la
respectiva comunidad autónoma, que en el caso de
Navarra es la Junta de Cooperación, regulada en
el artículo 69 de la Lorafna. Cuando la Dirección
General de Coordinación de Competencias con las
Comunidades Autónomas y Entidades Locales
remite una invitación al inicio del cauce de coope-
ración, se está abriendo, como decía antes, la
posibilidad de convencer y/o negociar con la otra
parte, en este caso, la Administración Central, una
solución que no pase por la interposición del con-
siguiente conflicto de competencias ante el Tribu-
nal Constitucional que, como sus señorías cono-
cen, conlleva, conforme al artículo 161.2 de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional, la suspen-
sión automática de la disposición recurrida. 

Así pues, la Junta de Cooperación entre la
Administración General del Estado y la Comuni-
dad Foral de Navarra de 26 de abril de 2013
firmó un acuerdo para el inicio de negociaciones,
acuerdo que fue publicado en el Boletín Oficial del
Estado y en el Boletín Oficial de Navarra el 17 de
junio del 2013, designando la fórmula de nombrar
un grupo de trabajo para abordar el asunto. A tal
efecto, el pasado martes, 10 de septiembre, se
celebró una videoconferencia del grupo técnico de
trabajo, previo a la Junta de Cooperación, entre
los representantes de dicha Administración Gene-
ral del Estado y de la Comunidad Foral, en este
caso representada por el Director General de Pre-
sidencia y Justicia, el Director del Servicio de Ase-
soría Jurídica, el Secretario General Técnico del
Departamento de Salud y la Directora de Salud
del Gobierno de Navarra. 

Por parte de la representación navarra, se
expuso que, independientemente de que la ley foral
aprobada era consecuencia de una proposición de
ley y que se estuviese de acuerdo o no con su regu-
lación, lo que, evidentemente, podría hacer más
difícil obtener acuerdos transaccionales, nos rea-
firmábamos en que la materia abordada entraba
dentro de las competencias de la Comunidad
Foral, tal y como se había abordado en el decreto
foral antes recurrido. 

Por parte de los representantes del Gobierno
de la nación se mantuvo, por el contrario, que era
competencia estatal, amén de realizar alguna pre-
gunta técnica acerca del contenido de la regula-
ción aprobada.

Ante la discrepancia de la titularidad compe-
tencial, los técnicos del Estado señalaron que, pre-
visiblemente, propondrían al Gobierno de la
nación la presentación del conflicto de competen-
cias al no encontrar posible un acuerdo sobre este

ni ser capaz cada parte de convencer a la otra de
la titularidad competencial.

Ante tales declaraciones y la posible propuesta
al Gobierno de la nación sobre la presentación del
conflicto de competencias, y preguntada la parte
navarra por su posición, se señaló que, no estando
conformes con el fondo de la regulación, se defen-
día la competencia de Navarra, y, por tanto, la
vigencia de la norma, con total firmeza y lealtad
institucional.

Este es el estado de la cuestión y las gestiones
que se han venido realizando en relación con la
materia que nos trae hoy a la comparecencia.
Nada más, por mi parte, y muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Muchas gracias, señor Consejero.
Vamos a iniciar ya una ronda de portavoces de
mayor a menor. Señor Gómez. Perdón. Por el Par-
tido Socialista, señor Rascón, tiene la palabra.

SR. RASCÓN MACÍAS: Muchas gracias,
señora Presidenta. Por mi parte, no habría ningún
problema en que comenzara el señor Gómez, pero,
en fin. En primer lugar, quiero dar la bienvenida
al señor Consejero y al señor Director General y
agradecerles la información que nos han transmi-
tido. Estamos ante una cuestión que yo creo que se
ha debatido ampliamente, no en esta Comisión,
pero sí en la Comisión de Salud y, por supuesto, en
el Pleno, con ocasión de la aprobación de la ley
foral a la que aquí se ha hecho referencia. Yo creo
que lo que está en juego es la atención a la parte
más débil de los ciudadanos de Navarra, y eso yo
creo que es lo que en primer lugar hay que poner
en valor. Por tanto, en primer lugar, la defensa de
esa ley foral que se aprobó en esta Cámara.

En segundo lugar, yo, sinceramente, me pierdo
un poco en toda esta parafernalia de conflictos de
competencia y en todas estas historias que usted
ha mencionado, pero creo que es fundamental
insistir en lo que ya hemos dicho en muchas oca-
siones: la defensa de nuestras competencias y de
nuestro autogobierno. Por encima de todo, tiene
que quedar claro cuál es la posición de nuestra
Comunidad y cuál es su foralidad, que tanto se
menciona y de la que tanto se habla. Yo creo que
hay que empeñar todo y más en la defensa de esa
foralidad. Esa es la esencia de nuestro sistema,
esa es la esencia de nuestra regulación, de nues-
tros fueros y, por tanto, ahí es donde hay que
hacer un especial hincapié. Les insto a que esa
defensa, que, en principio, no dudo que la harán,
la hagan hasta las últimas consecuencias. Nada
más y muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Muchas gracias, señor Rascón. A
continuación, por Bildu, señor Rubio, tiene la
palabra.
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SR. RUBIO MARTÍNEZ: Arratsalde on eta
eskerrik asko. Muchas gracias y buenas tardes.
Este tema ha sido largamente debatido en las
comisiones de Salud y en el Pleno, y tres son los
debates que nos surgen a nosotros. El primero es
el debate ético. ¿Quién es inmigrante? ¿Quién
tiene derecho a la salud? ¿Quién tiene derecho a
papeles? ¿Qué son los papeles?, ¿Qué derechos
nos da tener papeles? ¿Existen personas que son
ilegales? Ese es un debate ético que subyace al
decreto del Partido Popular y del Gobierno de
Madrid. ¿Existen personas ilegales? Ese es el
debate ético.

Hay otro debate político-jurídico que tiene que
ver con el empecinamiento del Partido Popular y
del Gobierno de España de ir minando poco a poco
nuestro autogobierno. Su política recentralizadora,
una y otra vez vez está presente en este Parlamen-
to, tanto en el Pleno como en las Comisiones.

Y luego está el debate jurídico, cuya situación
es la que nos ha expuesto el señor Consejero: la
Junta de Cooperación entre el Estado y Navarra,
dos Administraciones teóricamente enfrentadas
por un tema competencial Ya veremos hasta dónde
llega la firmeza del Gobierno de Navarra a la
hora de defender nuestras competencias que,
como bien ha indicado el señor Consejero, son
nuestras, porque hasta ahora ningún Gobierno se
había atrevido a meterse con ellas. Simplemente,
para reafirmar lo que estoy diciendo, no hay más
que ir a la sesión del 25 de febrero, creo recordar,
25 o 14 de febrero, no lo recuerdo. Los dos parti-
dos que sustentan las dos Administraciones
supuestamente enfrentadas que van a tener que
negociar en esa Junta de Cooperación unieron sus
votos en contra de esta ley. Y hay que decirlo por-
que la realidad es la que es. Ahí está: veinticinco
votos a favor de la ley, veinte en contra, no había
abstenciones. Veinte votos sumando los del Parti-
do Popular y los de UPN. Por lo tanto, entende-
mos que, difícilmente, podemos creer a un repre-
sentante de este Gobierno cuando dice que va a
defender con firmeza nuestro autogobierno cuando
una y otra vez se está haciendo dejación en la
defensa de las leyes de este Parlamento, que repre-
senta a la mayoría de la población, a la mayoría
de los ciudadanos navarros. 

Por tanto, desde luego, entendemos que el
debate jurídico tiene poco recorrido en este caso,
porque todos sabemos cómo acaban estos debates
jurídicos. Por eso es por lo que nosotros quisiéra-
mos hacer hincapié en lo que he dicho: el debate
ético de qué personas y qué derechos tienen las
personas por el hecho de ser personas, y el debate
político de hasta dónde va a llegar el Partido
Popular a la hora de minar nuestro autogobierno.
Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Muchas gracias, señor Rubio. Por
parte de Aralar/Nafarroa-Bai, señora Fernández
de Garaialde, tiene la palabra.

SRA. FERNÁNDEZ DE GARAIALDE Y
LAZKANO SALA: Gracias, señora Presidenta.
Buenas tardes, señor Consejero y señor Director
General. Yo, en principio, quiero dar las gracias
por la información que nos ha dado. Empiezo
diciendo que, desde luego, en nuestro grupo siem-
pre hemos defendido el derecho universal y gratui-
to a la sanidad absolutamente para todas las per-
sonas, y no estamos de acuerdo con ese cambio
que se hizo de asegurado a beneficiario. Pero, a
partir de aquí, voy a ser muy breve y le voy a
hacer una pregunta a la que, desde luego, esta
Parlamentaria, que no sabe mucho del tema de
leyes, la verdad es que no consigue encontrar res-
puesta. Cuando se hizo el cambio, a través del real
decreto, de asegurado a beneficiario, lo único que
veíamos por parte del Departamento de Salud y
por parte de personas del Gobierno era que ese
real decreto era de obligado cumplimiento. Enton-
ces, ese cambio que se había dado, de asegurado a
beneficiario, había que cumplirlo. A partir de ahí,
ustedes cambiaron el decreto foral de 1996, que no
entiendo muy bien por qué cambiaron ese y no han
regulado hasta ahora lo que pone en la ley de
derechos y deberes, pero, bueno, ustedes modifica-
ron ese decreto y lo que plantearon en ese momen-
to era el cambio y hacerlo a través de Asuntos
Sociales con una subvención del cien por cien
para aquellas personas que tuvieran una cantidad
de ingresos mínima.

Entonces, a partir de ahí, el Parlamento hizo la
Ley 8/2013, en la cual vuelve a nombrar el dere-
cho de todas las personas a recibir la asistencia
sanitaria, y esto es lo que está recurrido.

Entonces, ustedes nos dicen que en esa Junta
de Cooperación y en esas reuniones que han teni-
do han defendido que la Administración de la
Comunidad Foral recuerda que es una ley foral
aprobada como consecuencia de un proyecto pre-
sentado por grupos parlamentarios y que, como ya
se había manifestado con la aprobación del decre-
to foral anteriormente combatido por el Estado
ante el Tribunal Constitucional, se entiende que se
están ejerciendo competencias propias. Mi pregun-
ta es: ¿por qué hemos vuelto a realizar la Ley
8/2013 cuando tenemos la Ley Foral de Salud, que
dice que todas las personas tienen derecho, inde-
pendientemente de su situación legal y del sitio
donde vivan? Y lo mismo dice la ley de derechos y
deberes. Entonces, hemos tenido que hacer esta,
que cumple las leyes aprobadas en Navarra. Quie-
ro decir, ¿por qué tenemos que hacer ley sobre
ley? Antes, las que teníamos no cumplían y había
que hacer todas estas modificaciones, y ahora la
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última ley que dice lo mismo que las anteriores, sí
cumple la ley. Entonces, lo que yo quiero es que
me expliquen esto, porque, desde el inicio, creo
que teníamos competencias, desde el inicio, creo
que las leyes navarras ya decían que a todas las
personas había que atenderlas de la misma mane-
ra y, entonces, no entiendo por qué hemos marea-
do tanto la perdiz, hemos hecho ley sobre ley y en
qué situación estamos ahora.

Y me gustaría que nos dijeran si el Gobierno
del Estado realmente va a recurrir, es decir, si
ustedes saben, después de las últimas conversacio-
nes, si va a recurrir la Ley Foral 8/2013. 

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Muchas gracias, señora Fernán-
dez. Por Izquierda-Ezquerra, tiene la palabra el
señor Nuin.

SR. NUIN MORENO: Muchas gracias, señora
Presidenta. Agradecemos la información. Nuestra
posición es conocida, es clara, a favor de la Ley
Foral 8/2013, a favor de la competencia de Nava-
rra, de crítica severa y de rechazo a lo que consi-
deramos una actitud del Gobierno del Partido
Popular de abusar de la legislación básica, de
recurrir, de forma casi constante, cualquier ley, en
este caso de la Comunidad Foral de Navarra,
aprobada en este Parlamento, que no le guste.
Ayer mismo vimos que el Consejo de Navarra emi-
tía un dictamen por unanimidad que concluía la
constitucionalidad de la ley foral de medidas
urgentes en materia de vivienda y también de la
ley foral de modificación de Haciendas Locales
para la creación del impuesto a las viviendas vací-
as y, sin embargo, las informaciones que nosotros
tenemos son que ese recurso por parte del Partido
Popular ante el Tribunal Constitucional, si no está
presentado ya, está a punto de presentarse. Con lo
cual una vez más tenemos aquí esta actitud por
parte del Gobierno del Partido Popular, y nosotros
la queremos censurar, la queremos rechazar. 

Ha dicho que en esta reunión de esta Junta de
Cooperación ustedes defendieron la plena compe-
tencia de la Comunidad Foral de Navarra. Nos-
otros esperamos que esa sea la posición que se
mantenga hasta el final y, ya que es esa posición, y
nosotros compartimos, pensamos y afirmamos que
esa debe ser la posición, en este caso, del Gobier-
no de Navarra, ¿qué calificación política le mere-
ce al Gobierno de Navarra la actitud y la posición
del Gobierno del Partido Popular, cuando niega la
competencia de Navarra en esta materia, cuando
niega la competencia de Navarra en casos, inclu-
so, en los que el Consejo de Navarra, por unani-
midad, concluye la constitucionalidad de leyes que
aquí aprobamos, como la ley a la que me he referi-
do hace un momento? ¿Qué calificación política
por parte del Gobierno de Navarra —que también

es un órgano político— se hace de esta actitud del
Gobierno del Partido del Gobierno Popular?

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Muchas gracias, señor Nuin. Ahora
sí, por UPN, tiene la palabra el señor Gómez.

SR. GÓMEZ ORTIGOSA: Gracias, señora
Presidenta. Buenas tardes, señorías. Gracias,
señor Consejero por las explicaciones que nos ha
dado. Yo creo que, como acaba de decir el señor
Nuin, el posicionamiento del Gobierno es defender
las competencias que tiene esta Comunidad, y por
eso se ha convocado la Junta de Cooperación de
la Administración General del Estado y la Comu-
nidad Foral para que estas diferencias que existen,
digamos, de interpretación lleguen a buen término.
El señor Rubio pregunta hasta dónde. Pues,
bueno, yo espero que hasta donde puedan llegar.
El problema es que si el Gobierno de Navarra no
consigue que le den la razón, evidentemente, no
habrán llegado hasta donde ustedes quieren, que
será la insumisión, entiendo. El siguiente paso, si
por vía jurídica no se llega a acuerdos de interpre-
tación, es muy difícil. Y poco más tengo que decir,
que sigan con ese trabajo y que se consiga. 

Y en cuanto a los informes Consejo de Nava-
rra, señor Nuin, ¿qué quiere que le diga? Pues sí,
tiene usted razón, pero también hubo un informe
sobre las empresas públicas y ustedes aprobaron
una proposición de ley a pesar del informe del
Consejo de Navarra, cuando debería ser lo mismo
para un caso que para otro. No tengo nada más
que decir, gracias.

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Muchas gracias, señor Gómez. Por
último, por el Partido Popular, señor Villanueva,
tiene la palabra.

SR. VILLANUEVA CRUZ: Gracias, Presiden-
ta, y gracias también, señor Consejero y señor
Director General. Voy a ser muy breve y, además,
voy a intentar no polemizar. En cualquier caso,
nosotros agradecemos las explicaciones. Creemos
que, efectivamente, es obligación de las dos Admi-
nistraciones, la del Gobierno en Navarra y la del
Estado, negociar e intentar llegar a algún acuerdo
en una cuestión que el señor Consejero ha explica-
do perfectamente cómo se ha desarrollado desde
el inicio y cuál ha sido también el devenir que ha
tenido en este Parlamento. Es cierto que, desde el
año 96, jamás se habían puesto en duda por nin-
gún Gobierno las competencias de Navarra en
esta materia. Yo creo que también hay valorar de
forma positiva precisamente el hecho de que el
Gobierno de España haya querido acudir a esta
vía de negociación antes de presentar directamen-
te el recurso de inconstitucionalidad, al revés de lo
que se ha hecho en otras cuestiones en las que el
asunto, probablemente, está mucho más claro.
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La posición del Partido Popular es que Nava-
rra debe defender siempre sus competencias, inde-
pendientemente de quién esté gobernando en el
conjunto de España. Esto lo hemos mantenido en
otros casos y también lo mantenemos ahora, pero
eso no quiere decir que Navarra tenga siempre las
competencias cuando algunos grupos se empeñan
en decir que las tiene. Nosotros creemos que, en
efecto, en este caso, hay margen de negociación y,
por lo tanto, esperamos que las negociaciones y
las conversaciones fructifiquen.

Por último, solo le tengo que decir al señor
Rubio, porque, en fin, estamos siempre aquí con lo
mismo, que, de verdad, ni empecinamiento ni
recentralización. El Gobierno del Partido Popular
gobierna para todos los españoles, incluso para
ustedes, aunque les parezca que no lo son, para
todos los españoles, y el Gobierno del Partido
Popular  toma las decisiones que tiene que tomar.
Y lo asombroso es que sean precisamente ustedes
los que una y otra vez enarbolen la bandera del
Amejoramiento y del fuero cuando precisamente si
algo han odiado y han despreciado han sido el
Amejoramiento y el fuero como obstáculo a sus
pretensiones. Por lo tanto, señor Rubio, de verdad,
busque otro discurso, porque ese en Navarra, afor-
tunadamente, no se lo cree nadie.

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Muchas gracias, señor Villanueva.
Por último, para responder a sus preguntas, el
señor Consejero tiene la palabra. 

SR. CONSEJERO DE PRESIDENCIA, JUS-
TICIA E INTERIOR (Sr. Morrás Iturmendi):
Muchas gracias, señora Presidenta. Señor Rubio,
este es un juego, por denominarlo de una forma
coloquial, centrípeto y centrífugo, es decir, no seré
yo quien defienda al Partido Popular, como tam-
poco he defendido al Partido Socialista cuando ha
ocupado, y puede que vuelva a ocupar, las respon-
sabilidades de gobierno en la nación, en ocasio-
nes, también apoyado por los partidos nacionalis-
tas, pero, evidentemente, cada uno defiende las
competencias que cree que tiene, sobre todo si las
siente, y no me gusta utilizar “defiende”, es decir,
exige un respeto a las competencias que tiene,
pero, en definitiva, ustedes, los nacionalistas y
Bildu especialmente minan las competencias del
Estado. Para ustedes ninguna suele estar justifica-
da, vía insumisión, vía jurídica, vía política, vía de
ese tipo. Y esto es tan rico como la vida parlamen-
taria, como la vida institucional, como la vida de
los Estados en la medida que existen fuerzas cen-
trífugas y centrípetas. Y cada uno merece el mismo
respeto político-jurídico. 

Mire, si usted no me va a creer, no pida la com-
parecencia. Si traía la respuesta de “yo no le voy a
creer” cuando he dicho que defiendo, pues no la
pida, sinceramente. Es una pérdida de tiempo y de

dinero para la ciudadanía y para la Hacienda
pública. Con toda sinceridad, si cada vez que yo
voy a decir algo usted va a responder: “lo que
usted me dice, no me lo creo”, pues, francamente,
no tiene ningún sentido que vengamos al Parla-
mento. Por lo menos, tendrá que aceptar, aunque
no le guste, que estamos diciendo la verdad, por-
que, de lo contrario, de verdad que un día tendrá
que poner usted una querella por falsedad, aquí,
en sede pública, porque todos los días dice exacta-
mente lo mismo. Yo, a usted, en general, le creo, a
pesar de que en algunas ya le hemos pillado, ¿ver-
dad? Pero, en definitiva, lo que pasa es que no me
gusta lo que dice, no comparto lo que dice, pero
eso es otra forma de ser y de hablar.

¿Que el debate jurídico no tiene recorrido?
Pues algo tiene, de hecho, la petición de compare-
cencia de hoy es debate jurídico, ciertamente. Es
decir, estamos hablando de hasta dónde llegan las
competencias de una administración y hasta dónde
llegan las competencias de otra. Pero, de todas
formas, nos podemos encontrar que, aun ejercien-
do las competencias por parte de Navarra, se
podría haber llegado a la misma solución. Es
decir, no estamos hablando de soluciones, en esta
materia, y en cualquiera, uno puede ejercer las
competencias propias y llegar a la misma solución
que la Administración Central. ¿Por qué no?
Puede darse perfectamente. Y yo, aquí, no he veni-
do a hablar de cuál es la solución. 

No le voy a contestar a la pregunta, evidente-
mente, porque ese no es el motivo de la compare-
cencia. La solicitud dice lo siguiente: “Al objeto
de exponer los pasos que se han dado y la infor-
mación relativa a las negociaciones tras la Reso-
lución 315/2013”, no se refiere a la génesis de la
ley ni a la solución a los sin papeles. Es decir, la
técnica legislativa que se haya utilizado y las solu-
ciones legislativas que se hayan utilizado, como
bien han dicho varios portavoces en el uso de la
palabra, lo han discutido ustedes durante meses, y
por mayoría democrática lo han impuesto en una
ley. Y eso no me corresponde, aquí y ahora... Y
digo impuesto porque es el lenguaje que utilizan
ustedes, y más los que lo están comentando. No es
correcto decir “han impuesto”, porque la ley se
impone desde el punto de vista de que es coerciti-
va. Es decir, democráticamente, ha tenido una
solución. A partir de entonces, ¿cuáles son los
pasos que ha dado el Gobierno de Navarra en un
determinado procedimiento, ni siquiera jurídico,
en definitiva, constitucional? En ese sentido,
¿hasta dónde estamos dispuestos a llegar para
defender a causa de la invasión de competencias
estatales? 

Yo me niego a utilizar palabras como “enfren-
tamiento”, “invasión” y demás porque, entonces,
las puede utilizar exactamente igual el Gobierno
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de la nación cuando este Parlamento no sé si ha
decidido o va a decidir estos días interponer un
recurso, un conflicto de competencias relativo al
impuesto sobre la energía eléctrica, y me imagino
que ustedes no tienen ninguna sensación, como no
la tiene el Gobierno de Navarra, que también ha
tomado la misma decisión, de agredir a nadie, de
que esté invadiendo nada, de que se está enfren-
tando a nada, porque algunos de los grupos pre-
sentes en esta Cámara en su filosofía política tie-
nen el enfrentamiento con el Estado, y además,
con el Estado opresor, a ser posible. No, no, nos-
otros, en cualquier Administración de la que for-
memos parte, porque formamos parte, lo primero
que tiene que haber es un espíritu de coordinación
y colaboración con el resto de la Administración
central del Estado, con la Unión Europea y con
cualquier organismo político-jurídico e institución
a la que pertenezcamos. Y así es como uno se hace
respetar, fundamentalmente, no mediante una gue-
rra, como parece que plantean, y un lenguaje pre-
bélico, porque eso, evidentemente, va generando,
al final, un estado de ánimo y unos objetivos polí-
ticos, probablemente. Como decía, en el contenido
de la norma no voy a entrar.

Señor Nuin, constitucionalidad e inconstitucio-
nalidad basada en informes. Tendremos que tener
la coherencia de hacerlo con todos los informes y
con todos los supuestos. Nos tomamos un tiempo
muerto pequeñito. Bien, digo que si el Gobierno de
Navarra está basando sus actuaciones en informes
jurídicos, decir que hay un voto particular cuando
la mayoría, cinco o seis, está claro, y nos encon-
tramos en algunos de los informes jurídicos no en
la cuestión que tenemos hoy encima de la mesa, y
nos encontramos con reiterados informes jurídi-
cos, apliquémoslo para todo. Y eso es lo que está
haciendo el Gobierno de Navarra. Es decir, en el
caso de un proyecto de ley que ha recibido un
informe del Consejo de Navarra de que había
inconstitucionalidad, lo ha retirado. Pero eso no
es lo que está haciendo la oposición con las pro-
posiciones de ley, se están aprobando con infor-
mes, y más de uno sucesivos, que determinan la

inconstitucionalidad. A partir de ahí, se pierde la
coherencia y se pierde la legitimidad para hablar
de ese tipo de planteamientos.

Calificar la posición del Gobierno del Partido
Popular. Pues ya lo he dicho antes, para mí tiene
que ser tan respetuosa desde la discrepancia com-
petencial como la que exijo para nosotros o para
este Parlamento cuando presenta un conflicto de
competencias al Gobierno central. No vale ser
siempre la víctima, la víctima de la agresión pasi-
va y la víctima de la agresión activa. Pues no, no
es cierto. Y tenemos ya indicios previos, más que
indicios, informes, muy fuertes en algunas de las
cuestiones de que eso no es así.

Y respecto a lo de la ola centralizadora o no
centralizadora, tenemos que decir que en demasia-
das ocasiones se produce cuando se genera legisla-
ción que nace como respuesta política a legislación
emanada del Gobierno central. Es decir, no porque
sean iniciativas motu proprio de este Parlamento,
sino que en demasiadas ocasiones se pretende, y
así lo atestiguan los informes... Y, lamentablemen-
te, la resolución de todos estos supuestos se demo-
rará muchos años, cuando puede que algunos o
muchos de los que estamos aquí no estemos y no
asumiremos ningún tipo de responsabilidad acerca
del conflicto de competencias que se haya genera-
do. Pero los informes suelen estar ahí, y les animo
a que, con la misma limpieza, con la misma trans-
parencia y con la misma coherencia que se está
desarrollando la acción del Gobierno, se desarro-
lle la de la oposición. Desde luego, tendremos
muchos menos conflictos si nos atenemos todos a
los mismos informes que están en sus mesas y en
las nuestras. Nada más y muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA EN FUNCIONES (Sra.
Ferrer Cajal): Muchas gracias, señor Consejero. El
segundo punto del orden del día, como todos ustedes
saben, se ha suprimido. Por ello, damos las gracias
de nuevo al señor Consejero y a su Director Gene-
ral, y terminamos esta Comisión. Muchas gracias.

(SE LEVANTA LA SESIÓN A LAS 17 HORAS Y 8
MINUTOS.)
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